Radicación: 660013187 003 2020 00119 01

Accionante: Alejandro Cano Giraldo

Accionado: Institución Universitaria Visión de las Américas

Decisión:  Decreta nulidad

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
NULIDAD PROCESAL / INDEBIDA INTEGRACIÓN DEL CONTRADICTORIO / VINCULACIÓN DE TERCEROS INTERESADOS / ANULACIÓN DE EXAMEN ACADÉMICO.
Sería del caso entrar a resolver la controversia planteada, si no fuera porque en el presente asunto se avizora un error procedimental insaneable, relacionado con una indebida conformación de la Litis que impide la realización de tal estudio y conlleva a la necesaria declaratoria de la nulidad de lo actuado en las presentes diligencias.

De acuerdo a lo dicho por el accionante en su libelo petitorio, se tiene que el aspecto central de su cuestionamiento es el hecho de que la INSTITUCIÓN UNIVERSITARIA VISIÓN DE LAS AMÉRICAS no le haya brindado la garantía de un debido proceso en sus componentes de defensa y contradicción, en contra de un acto administrativo por medio del cual se nulitó un examen final presentado en una de las cátedras de su carrera de medicina. 

Respecto a lo anterior, ha de decirse que en este asunto el contradictorio no está integrado en debida forma, por cuanto el A Quo, dejó de vincular a los terceros con interés legítimo en este asunto, como eran los demás estudiantes que participaron de la aludida prueba y sufrieron las consecuencias de su anulación, pues ellos tienen un interés directo en el resultado final de este proceso de tutela.
En asuntos similares, la Corte Constitucional ha establecido que:

“La notificación de la iniciación del proceso de tutela, no solamente debe surtirse respecto a la parte demandada sino también a los terceros, determinados o determinables, cuyos intereses legítimos puedan verse afectados por la decisión que el juez constitucional adopte en relación con la solicitud de protección presentada.
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SENTENCIA DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA

Pereira, once (11) de marzo de dos mil veintiuno (2021) 
Hora: 7:00 a.m. 
Aprobado por Acta No. 160
	Radicación: 
	660013187 003 2020 00119 01

	Procedencia: 
	Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad

	Accionante: 
	Alejandro Cano Giraldo   

	Accionado: 
	Institución Universitaria Visión de las Américas

	Decisión: 
	   Decreta nulidad 


ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el joven ALEJANDRO CANO GIRALDO, en contra el fallo proferido por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, el pasado 6 de enero de 2020, mediante el cual negó la solicitud de amparo invocada por el recurrente en contra de la INSTITUCIÓN UNIVERSITARIA VISIÓN DE LAS AMÉRICAS.

ANTECEDENTES:

El joven ALEJANDRO CANO GIRALDO instauró acción de tutela en contra de la INSTITUCIÓN UNIVERSITARIA VISIÓN DE LAS AMÉRICAS, invocando la protección de sus derechos fundamentales al debido proceso, defensa y contradicción, y dignidad humana. Los siguientes, son los hechos jurídicamente relevantes en los que se funda su petición: 

· ALEJANDRO es estudiante de Medicina de la INSTITUCIÓN UNIVERSITARIA VISIÓN DE LAS AMÉRICAS.
· En la víspera de la realización del examen final dentro de la cátedra “atención integral del anciano”, la docente y coordinadora de grupo Natalia Schroeder, les manifestó a viva voz a todos los estudiantes que debían estudiar mucho para la prueba, pues expresó “voy a tirar a matar”. 
· Se fijó como fecha para la evaluación el día 23 de diciembre de 2020, y para tal fin, la Universidad se había comprometido a enviar en el lapso del día el caso clínico para análisis y estudio, y después, en la hora de la evaluación, enviar las preguntas. No obstante, en un supuesto acto de mala fe, la secretaria les envió a las 5:00 p.m. de ese día el caso, dando inicio inmediato al examen que constaba de dos etapas. 
· Ese mismo día, a las 7:30 p.m. se inició la evaluación escrita de forma virtual, por lo que la Coordinadora de Ciencias Clínicas, Aura María Orozco Arroyave, quien ejercería vigilancia del acto, envió el link del parcial, agregando que en ningún momento Ella efectuó alguna observación o llamado de atención por hechos anormales o irregulares atribuibles a los estudiantes. 
· Según la modalidad de la prueba, a medida que los estudiantes iban culminando debían informárselo a la coordinadora, quien paso seguido anunciaba el resultado, toda vez que el mismo era arrojado de manera automática por el sistema; fue así como se le indicó que había obtenido 34 preguntas buenas, de las 35 que se le formularon. 
· El 24 de diciembre de 2020 recibieron los estudiantes, proveniente de la Dra. Aura María, un correo electrónico en el que se les comunicaba sobre la anulación de la prueba presentada el día anterior, porque el mismo se encontraba viciado por la pérdida de confidencialidad de los resultados de la prueba. Además, se les dijo que en contra de esa decisión no procedía ningún recurso. Pero todos los estudiantes coincidieron en que eran merecedores de una explicación porque les parece que el acto administrativo anunciado carecía de motivación. 
· El 28 de diciembre de 2020 se llevó a cabo una reunión entre los estudiantes, la Coordinadora, y la Decana, María Mónica Murillo, acto en el que se reconoció que el error presentado en el acto de evaluación no era atribuible a los estudiantes, sino a la universidad, dejando de presente además la existencia de un fraude, anunciando en ese escenario que la prueba debía repetirse el 30 de diciembre de 2020. 
PRETENSIONES:

El accionante formuló como primera medida una solicitud de medida provisional, consistente en suspender los efectos del acto administrativo por medio del cual se anuló el evento evaluativo llevado a cabo el 23 de diciembre de 2020. Así como la realización de una nueva prueba para el 30 de diciembre. Ello, hasta tanto se resolviera la presente acción, argumentando que la Universidad está actuando de mala fe, que lo que pretende es “rajarlo” y hacerlo repetir la materia. De igual manera tachó de ilegal el acto administrativo expedido por la universidad, por no cumplir con las directrices del reglamento estudiantil y por no haberle concedido los recursos de ley por tratarse de un acto administrativo definitivo. 
Como medida definitiva, el accionante pidió que se anule el acto administrativo ya referido, y en su lugar, se deje incólume la calificación obtenida en la prueba realizada el 23 de diciembre de 2020. 

TRÁMITE Y SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:

1. Admisión y conformación del contradictorio: 

El Despacho de primer nivel avocó el conocimiento del asunto mediante auto del 30 de diciembre de 2020, en contra de la INSTITUCIÓN UNIVERSITARIA VISIÓN DE LAS AMÉRICAS, ordenando oficiosamente la vinculación de la Universidad en su sede principal de Medellín, el MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL en su dependencia de Inspección, Vigilancia y Control, la DEFENSORÍA DEL PRUEBLO REGIONAL RISARALDA y la PRICURADURÍA REGIONAL DE RISARALDA. Es de anotar que el Despacho de instancia no se pronunció frente a la solicitud de medida provisional deprecada por el accionante. 

2. Intervenciones: 

Frente a la acción de tutela se pronunció el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica del MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, quien alegó que carece de legitimación por pasiva en este asunto, de allí que solicitara la desvinculación de esa Cartera Ministerial. 

Por otro lado, la apoderada del rector de la INSTITUCIÓN UNIVERSITARIA VISIÓN DE LAS AMÉRICAS, explicó qué fue lo que aconteció con la prueba, y es que se logró constatar que al terminar el evento evaluativo múltiples veces mencionado, la persona que se encontraba a cargo de la vigilancia del mismo recibió notificación de que durante la prueba, por un error humano involuntario, todos los estudiantes tuvieron la oportunidad de ver si la respuesta que estaban dando era o no la correcta, y TODOS se quedaron callados al percatarse de ello. El desliz, explicó, consistió en que no se configuró adecuadamente la función del sistema que ocultaba las respuestas, lo que obligó a anular la evaluación, por cuanto con ella no se podía evidenciar con certeza el grado de conocimiento de cada uno de los evaluados, decisión que se adoptó con amparo en el artículo 65 del reglamento estudiantil.   
3. Sentencia de primera instancia: 
Una vez realizado el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de conocimiento decidió negar la solicitud de amparo constitucional formulada por ALEJANDRO CANO, 

FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:

Encontrándose dentro del término legal, el accionante presentó escrito mediante el cual impugnó la decisión de primera instancia, en su memorial expuso que la Universidad accionada faltó a la verdad en su contestación a la presente acción, pues no es cierto que durante la prueba se hubieran podido visualizar las respuestas correctas. Además, tampoco le era posible salirse de la plataforma porque de hacerlo no podía volver a ingresar. 
Aseveró que la Universidad se inventó una causal inexistente para poder anular la prueba, y que al contestar la presente acción citó normas a su amaño y conveniencia. 

Además, insistió el recurrente en que la accionada no respetó su derecho al debido proceso y nuevamente tachó de ilegal el acto administrativo expedido por esta, por ser carente de motivación y por ser signado por una persona sin competencia, pues este debió ser suscrito por el Consejo Académico. 
Por otra parte, señaló que la acción de nulidad y restablecimiento del derecho no funde como una alternativa efectiva y ágil para conjurar el menoscabo en sus derechos. 
Por último, el libelista argumentó que el Despacho no vinculó a terceros con interés legítimo, esto es, los demás estudiantes que presentaron la prueba, con lo que incurrió en una causal de nulidad. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591 de 1991.
2. Problema jurídico: 

Corresponde a esta Corporación determinar si la decisión adoptada en primera instancia, se realizó con observancia de los parámetros legales y constitucionales, evaluando la procedibilidad de la misma y verificando si efectivamente se afectaron o pusieron en peligro los derechos fundamentales del accionante. 
3. Solución: 

Sería del caso entrar a resolver la controversia planteada, si no fuera porque en el presente asunto se avizora un error procedimental insaneable, relacionado con una indebida conformación de la Litis que impide la realización de tal estudio y conlleva a la necesaria declaratoria de la nulidad de lo actuado en las presentes diligencias.

De acuerdo a lo dicho por el accionante en su libelo petitorio, se tiene que el aspecto central de su cuestionamiento es el hecho de que la INSTITUCIÓN UNIVERSITARIA VISIÓN DE LAS AMÉRICAS no le haya brindado la garantía de un debido proceso en sus componentes de defensa y contradicción, en contra de un acto administrativo por medio del cual se nulitó un examen final presentado en una de las cátedras de su carrera de medicina. 

Respecto a lo anterior, ha de decirse que en este asunto el contradictorio no está integrado en debida forma, por cuanto el A Quo, dejó de vincular a los terceros con interés legítimo en este asunto, como eran los demás estudiantes que participaron de la aludida prueba y sufrieron las consecuencias de su anulación, pues ellos tienen un interés directo en el resultado final de este proceso de tutela.
En asuntos similares, la Corte Constitucional ha establecido que:
“La notificación de la iniciación del proceso de tutela, no solamente debe surtirse respecto a la parte demandada sino también a los terceros, determinados o determinables, cuyos intereses legítimos puedan verse afectados por la decisión que el juez constitucional adopte en relación con la solicitud de protección presentada.

En consecuencia, el juez constitucional, al momento de ejercer su competencia, está obligado a integrar en debida forma el contradictorio, vinculando al proceso de tutela no solo a quienes hayan sido demandados sino también a las personas que tengan un interés legítimo en la actuación y puedan resultar afectadas con las decisiones que allí se adopten.”
Siendo así las cosas, la Colegiatura es de la opinión que en el presente asunto se ha presentado una indebida conformación de la Litis, razón suficiente para decretar la nulidad de lo actuado a partir de la sentencia de primera instancia, como bien lo ha indicado el Órgano de Cierre: 

“…Para evitar que situaciones como las anteriores se presentasen, los artículos 13 y 16 del Decreto 2591 de 1991 establecen que terceros con interés legítimo en el asunto, puedan intervenir en calidad de coadyuvantes del actor o de la persona o autoridad pública contra quien va dirigida la tutela, ordenando por demás, que el juez les notifique las providencias que se emitan en el trámite de este proceso constitucional. De esta manera, es claro que el tercero con interés legítimo en una tutela podrá intervenir no sólo en procura de protección constitucional, sino que también deberá ser cobijado por los actos de comunicación procesal, en tanto que por esta vía se asegura el pleno ejercicio del derecho de defensa y al debido proceso.
 
5. Por ende, puede decirse que la falta u omisión en la notificación de las decisiones proferidas en el trámite de una acción de tutela a una parte o a un tercero con interés legítimo en la misma, surge como una irregularidad que no sólo vulnera el debido proceso, sino que puede llegar a constituirse en una verdadera denegación de justicia, a más de comprometer otros derechos de quienes no pudieron intervenir en el trámite de la misma por desconocimiento de tal actuación judicial. Por ello, cuando la providencia con la cual se admite una acción de tutela y se da inicio al trámite de la misma, deja de notificarse a las partes o terceros con interés legítimo, implica que quienes no fueron notificados, no tienen la posibilidad de intervenir en la misma, desconociéndoseles el debido proceso y de paso, pudiendo afectar otros derechos fundamentales cuya afectación podría suponer una clara violación de los mismos.
 
6. Cuando se presenta la situación anteriormente descrita, se configura una causal de nulidad de lo actuado, con la consecuente necesidad de reiniciar toda la actuación, previa integración del contradictorio por parte del juez, para notificar la actuación a todas las partes, así como a los terceros con interés legítimo en el proceso. Ciertamente, de esta manera se asegura el pleno ejercicio de derecho de defensa por cuenta de todos los intervinientes en el proceso, asegurándose así la posibilidad de proferir una sentencia de fondo con plena capacidad para proteger los derechos fundamentales invocados por el accionante como violados…” 
.
De igual manera, deberá constatarse en esa instancia si la prueba de conocimientos se volvió a realizar o no por parte de la Universidad, y requerir a la accionada para que explique por qué razón o bajo qué argumento jurídico se abstuvo de conceder en contra del acto administrativo que anuló la prueba inicial cualquier tipo de recurso, así como explicar por qué el mismo no fue suscrito por el Consejo académico de la Universidad.

Para los fines consiguientes, habrá de decretarse la nulidad del fallo proferido el 6 de enero de 2021 por parte del Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, para que allí se rehaga la actuación conforme a los lineamientos esbozados en precedencia. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión de Penal,

RESUELVE: 

PRIMERO: DECRETAR LA NULIDAD de la actuación procesal, a partir de la expedición del fallo de tutela proferido por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el 6 de enero de 2021. Lo anterior sin perjuicio de la validez las pruebas ya allegadas al proceso. 

SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, se ORDENA que por Secretaría se remita el expediente al Juzgado de origen para que allí se rehaga la actuación conforme a lo aquí dispuesto.

TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

LUZ STELLA RAMIÍREZ GUTIÉRREZ

Magistrada
� Corte Constitucional, Auto-115 del 2008, M.P. Dr. Marco Gerardo Monroy Cabra.  
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